Bogotá, X de X de 2015

HONORABLES MAGISTRADOS Y MAGISTRADAS
CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA
E.           S.           D.
Referencia: Demanda de inconstitucionalidad contra el inciso segundo del artículo 3 que contiene los literales a, b, c, d, e, el  parágrafo 3 del  artículo 3, parágrafo 4 del artículo 3, los parágrafos 1 y 2 del artículo 7, los artículos 8,  10, 13, 14, 15, 17 (parcial), el inciso primero del articulo 20 y los incisos segundo, tercero y quinto del artículo 21 de la Ley 1776 de 2016 “Por la cual se crean y se desarrollan las Zonas de Interés de Desarrollo Rural, Económico y Social, ZIDRES” por vicios de fondo; y contra la totalidad de la misma ley por vicios de forma.
Radicado: D0011276 acumulada al D-11275

Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva

Yo, XXXX, ciudadana(o) colombiana(o) identificada(o) como aparece al pie de mi firma, en mi calidad de ciudadana(o) colombiana(o), en nombre propio y también en mi calidad de representante legal de XXXX [si se quiere se puede en un par de líneas expresar el objeto de la organización], conforme al certificado de existencia y representación que anexo, suscribo la demanda de inconstitucionalidad de la referencia. 

Tal y como fue planteado por los accionantes comparto que las normas demandadas vulneran la Constitución en varios aspectos trascendentales para “el campo” como bien de especial protección constitucional y para el campesinado como sujeto que goza de protección constitucional reforzada, tal y como se aprecia en los ocho apartes de la demanda:
1. El parágrafo 3 del artículo 3 y artículos 10, 13, 14, 15 y el inciso quinto del artículo 21 de la ley 1776 de 2016 afectan el régimen de baldíos garantizado en la constitución, especialmente al crear medidas regresivas en torno a la garantía del derecho a la territorialidad campesina, siendo un componente importante de este derecho el acceso a la propiedad; se viola el patrimonio público, ya que la aplicación de medidas relacionadas con la escisión de la propiedad podrían causar un daño patrimonial en bienes fiscales; se viola el derecho a la propiedad privada al vulnerarse el núcleo esencial de este derecho a los propietarios de bienes que se encuentren dentro de las zonas Zidres; y finalmente frente a la reserva legal en materia de baldíos hay aspectos fundamentales que no fueron regulados por la ley dejándolos a reglamentación por parte del Gobierno Nacional.
En consecuencia las normas demandadas en la primera parte van en contra del principio de democratización de la propiedad (artículos 58, 60 y 64 de la constitución política, en adelante CP). De igual manera transgreden directamente el artículo 64, disposición que protege el derecho a la territorialidad campesina y el derecho de acceso a la propiedad de los trabajadores agrarios, así como la relación de estos derechos con otros derechos como la alimentación, el trabajo y la vivienda; el artículo 93 que protege el bloque de constitucionalidad, al transgredir el artículo 2.1 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el artículo 58 que protege el derecho a la propiedad; el patrimonio público protegido a través de los artículos 2, 88 y 333 de la Carta; y el numeral 18 del artículo 150 de la constitución política relacionado con la reserva legal en materia de baldíos.
2. El artículo 3 (parcial), artículo 7 (parcial) y el artículo 17 (parcial) de la ley 1776 de 2016 violan el artículo 64 de la constitución, los principios de descentralización administrativa y reserva legal en materia de baldíos, situación que se configura cunado la ley deja en manos de los particulares el deber constitucional de la reforma agraria y la democratización de la tierra, situación que viola los postulados constitucionales de la descentralización administrativa, la reserva legislativa y deber del Estado de garantizar el acceso progresivo a la propiedad de la tierra.
Las normas demandadas en este apartado violan la descentralización administrativa (art. 209 CP), las reservas legales en materia de apropiación, adjudicación y recuperación de baldíos (art. 150-18), normas de intervención económica (art. 150-21), sobre explotación de recursos naturales, uso del suelo y distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo (art. 334), la democratización de la propiedad (artículos 58, 60 y 64 CP), y la igualdad (art. 13).

3. Los artículos 3 (parcial), 7 (parcial), 13 (parcial), 15 (parcial) y 17 de la ley 1776 de 2016 que desarrollan la figura de la asociatividad en las zidres, implementan un modelo de asociatividad que se caracteriza por la existencia de condiciones asimétricas en las que se encuentran las partes de la relación (campesinos/empresarios). La figura de asociación profundiza las desigualdades existentes: al campesinado le son impuestas la mayor cantidad de obligaciones, recibe pocos beneficios, los cuales en todo caso están condicionados a perder su autonomía como sujeto campesino, y recibe la mayor cantidad de desventajas. Entre tanto, el ejecutor del proyecto o empresario recibe enormes beneficios, tiene muchos menos obligaciones que el campesino, y las desventajas son casi inexistentes. Así las normas demandas viola el derecho fundamental a la libre asociación en su aspecto negativo, a la libre escogencia de oficio como medio para garantizar la autonomía en el diseño del plan de vida campesino, y al derecho al territorio campesino como forma para garantizar una vida digna.

Así las normas demandas vulneran el respeto a la dignidad humana (art. 1º C.P.), el derecho al libre desarrollo de la personalidad (art. 16 C.P), la libertad de escogencia de profesión u oficio (art.  26 C.P), el derecho a la libre asociación (art. 38 de la C.P) y el derecho al territorio de las comunidades campesinas (art. 64 de la C.P.)  
4. El inciso primero del artículos 20 y los inciso segundo y tercero del artículo 21 de la ley 1776 de 2016 desconocen el principio de autonomía territorial, al disponer de una asignación de competencias para la identificación, determinación y aprobación de una nueva figura de ordenación y determinación de los usos del suelo, en cuya estructuración y aprobación final se desconocen las competencias que tienen los entes territoriales para ordenar sus territorios y en particular decidir los usos del suelo y propiciar la participación comunitaria en los asuntos que le conciernen. Se viola también el principio de descentralización administrativa, la autonomía de las entidades territoriales y los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. 

Las normas demandadas en este cargo vulneran principios del Estado Social de Derecho: descentralización, autonomía de las entidades territoriales, democracia participativa y pluralista (art.1); fines esenciales del Estado: garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica (art.2); autonomía de las entidades territoriales para la gestión de sus intereses (art. 287); principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad (art.288); municipio como entidad fundamental de la división político-administrativa del Estado al que le corresponde ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y las leyes (art. 311) y facultad de los concejos para reglamentar los usos del suelo (artículo  313  num.7).
5. Los artículos 8 y 13 (inciso segundo) de la ley 1776 de 2016 vulneran la prevalencia del interés general sobre el interés particular así como el libre ejercicio de la potestad legislativa. La ley dispone que los contratos que se celebren en desarrollo de los proyectos productivos Zidres tendrán reglas contractuales especiales que impiden su modificación posterior en virtud, por ejemplo, de cambios legislativos. Con ello se vulnera la potestad legislativa, las normas especiales que regulan la contratación estatal y la prevalencia del interés general sobre el particular en el marco del Estado social de derecho. 

Las normas demandadas vulneran la prevalencia del interés general sobre el interés particular en el marco del Estado social de derecho, con lo cual se transgrede lo dispuesto en los artículos 1, 58 numeral 2, 80, 95 numeral 8, 333 de la Constitución Política, así como el libre ejercicio de la potestad legislativa (art. 6 y 150 numeral 1º e inciso final) de la Constitución Política. 
6. Le ley 1776 de 2016 es inconstitucional al contener vicios de procedimiento insubsanables en el proceso de formación, toda vez que se incurrió en simultaneidad de sesiones, en violación directa de los artículos 83 y 93 de la ley 5 de 1992, y los artículos 149 y 157 de la Constitución Política. 

7. La ley 1776 de 2016 es inconstitucional al contener vicios de procedimiento insubsanables en el proceso de formación, toda vez que no se votó como lo ordena la ley 5 de 1992 en su artículo 129 numeral 17 en concordancia con los artículos 149 y 157 de la Constitución Política. 

8. La ley 1776 de 2016 es inconstitucional al tener vicios de procedimiento insubsanables al desconocer el derecho fundamental a la consulta de forma previa, libre e informada de las comunidades étnicas titulares de este derecho fundamental en virtud del bloque de constitucionalidad; así como tampoco se protege este derecho fundamental al pretender reducir la consulta previa a la implementación y aplicación de la ley.

El vicio de procedimiento insubsanable en el proceso de formación de la ley 1776 de 2016, consistente en la falta de consulta previa antes de su presentación ante el Congreso de la República; así como en su trámite, en donde tampoco se ofreció la oportunidad de sanear dicha situación, y por lo tanto se viola el artículo 6 del Convenio 169 de la OIT que es considerado parte integral de la Carta Política por la vía del bloque de constitucionalidad (como se ha reconocido en las sentencias SU-039/97; T-1319/01; C-030/08 entre otras), así como los artículo 1, 2, 3, 7, 9, 13, 93 y 330 de la Constitución Política de 1991.
En virtud de los argumentos expuestos, solicito a la Honorable Corte Constitucional la declaratoria de inconstitucionalidad de las disposiciones acusadas. 
De las señoras Magistradas y los señores Magistrados con toda atención,

_________________________________

Nombre: XXXXXXXXX

C.C. XXXXXX de XXXX
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